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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
Medellín, cinco (05) de marzo de dos mil catorce (2014) 
	RADICADO:

	05001 33 33 020 2013 01171 00

	MEDIO DE CONTROL

	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

	DEMANDANTE: 
	ELIANA MARCELA MONTOYA HERRERA

	DEMANDADO:

	NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN, EL FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO (FONADE) y la COOPERATIVA MULTIACTIVA INTEGRAL -COOPEDUCAMOS

	ASUNTO:
	No Repone

	INTERLOCUTORIO 
	Nro. 058


Procede el despacho a resolver el recurso de reposición, interpuesto por el apoderado de la parte demandante, contra el auto del 19 de febrero de 2014.

ANTECEDENTES

En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho previsto en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011- promovido por la señora ELIANA MARCELA MONTOYA HERRERA, a través de apoderado judicial,  contra la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, EL FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO (FONADE) y LA COOPERATIVA MULTIACTIVA INTEGRAL- COOPEDUCAMOS, solicita que se decrete la  nulidad de los siguientes actos y consecuentemente se ordene el restablecimiento del derecho a favor de la demandante: 

· Respuesta al derecho de petición con radicado CORDIS 2013ER61552 con fecha de elaboración del 7 de junio de 2013, suscrita por ANA BEATRIZ CÁRDENAS RESTREPO, Directora de Primera Infancia del Ministerio de Educación Nacional.

· Respuesta a reclamaciones administrativas con fecha de elaboración del 11 de junio de 2013, suscrita por OLGA LUCIA VELASCO CRUZ, Gerente de Unidad- Subgerencia Técnica del FONDO FINANCIERO DE PROYECTOS DE DESARROLLO- FONADE, radicado 20132330128561.

· Respuesta al derecho de petición del 17 de junio de 2013, suscrita por GERMÁN DARÍO GÓMEZ VÁSQUEZ, representante legal de la COOPERATIVA MULTIACTIVA INTEGRAL- COOPEDUCAMOS. 

Igualmente solicita que se condene a las demandadas, conjunta o solidariamente a pagar las sumas que resulten demostradas por concepto de salarios dejados de percibir, más la respectiva liquidación de las prestaciones sociales, esto es, cesantías, intereses a las cesantías y su sanción por no pago, vacaciones, prima de servicios;  todo ello con ocasión al contrato suscrito entre la demandante y la Cooperativa Multiactiva Integral COOPEDUCAMOS.

Finalmente pretende que se condene a las demandadas, a pagar la suma diaria que resulte probada a título de indemnización moratoria a que haya lugar hasta cuando el pago de las prestaciones sociales se haga efectivo, así como al pago de sanción moratoria por el no pago oportuno de los salarios y prestaciones a que tenía derecho al término el vínculo laboral de conformidad con el artículo 29 de la Ley 789 de 2002, y que se condene a las demandadas a pagar la totalidad de los aportes respectivos al Sistema General de Seguridad social en Pensiones y Salud conforme al salario realmente devengado por la demandante.  

La demanda fue recibida por reparto el día 02 de diciembre de 2013 y por auto del 19 de febrero de 2014, se declaró la falta de jurisdicción y competencia, por parte del Despacho, para conocer del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.   

Frente a la anterior decisión, el apoderado de la parte actora presenta recurso de reposición, argumentando que el Despacho se limitó a examinar lo consagrado en el numeral 4° del artículo 104 de la Ley 1437, sin tener en cuenta la regulación general que la misma norma contempla, es decir el factor orgánico que asigna la competencia a esta jurisdicción por el solo hecho de estar involucrada una entidad pública y olvidando que la finalidad u objeto de lo que pretende la parte actora con el medio de control instaurado ante esta jurisdicción, consiste en procurar la declaratoria de responsabilidad de las entidades públicas demandadas, por la contratación indirecta efectuada al docente, quien suscribió un contrato laboral con una entidad privada, pero en realidad ejerció funciones públicas idénticas a las desarrolladas por un empleado público, por lo tanto, es esta jurisdicción exclusivamente la competente, al no estar determinada la competencia por la clase de vinculación que ostente la actora, sino que por el contrario prima el criterio funcional y orgánico.

Igualmente señala que en el asunto examinado, la discusión gira en torno a sumas de dinero pendientes de pago por un contrato laboral celebrado entre la demandante y Coopeducamos, las entidades públicas están integradas en la medida en que el conflicto tiene relación con la ejecución de un convenio interadministrativo para el cumplimiento de funciones públicas, por lo tanto, es evidente de que se trata de un asunto de naturaleza laboral, lo que no lo hace de conocimiento de la justicia ordinaria, atendiendo a los criterios orgánicos y funcionales, toda vez que el verdadero empleador lo fue el Ministerio de Educación Nacional y partiendo de ello, se procuró obtener un pronunciamiento de las entidades públicas en relación con los derechos que le asisten a la actora, para lo cual se ejerció el derecho de petición y se agotó el requisito de conciliación prejudicial.

Con fundamento en la argumentación esgrimida, solicita que se revoque la decisión de  declarar la falta de competencia y se proceda con el conocimiento de la misma, al ser esta la jurisdicción competente para ello.
CONSIDERACIONES

El artículo 242 de la Ley 1437 de 2011, dispone:

“Art. 242.-Reposición. Salvo norma legal en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que no sean susceptibles de apelación o de súplica. 

En cuanto a su oportunidad y trámite se aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.” 

A su turno, el inciso 3° del artículo 348 del Código de Procedimiento Civil, establece:

“El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, por escrito presentado dentro de los tres días siguientes al de la notificación del auto, excepto cuando éste se haya dictado en una audiencia o diligencia, caso en el cual deberá interponerse en forma inmediatamente se pronuncie el auto…”

El recurso de reposición dentro del trámite procesal, responde a la facultad que tienen las partes de solicitar al Juzgador que reexamine el asunto sometido a su conocimiento, a fin de que revoque o reforme la decisión adoptada, ante la eventual existencia de un yerro por parte del funcionario. 

Conforme a lo anterior, el auto recurrido es susceptible del recurso de reposición, el cual fue presentado dentro del término legalmente otorgado para ello, por lo que procede el despacho a desatar el mismo.

El artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, se ocupó de definir el objeto de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, señalando:

“Artículo 104. De la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La jurisdicción de lo contencioso administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades cuando ejerzan función administrativa.

Igualmente conocerá de los siguientes procesos:

(…)

4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho público…” (negrillas del despacho)
Conforme a la norma transcrita se tiene que esta jurisdicción se encuentra limitada para conocer de los asuntos relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado y a su turno, el artículo 105 ibidem contempla las excepciones, esto es, define aquellos asuntos de los cuales no conocerá, al expresar para el caso concreto en el numeral 4° que no conocerá de los conflictos de carácter laboral surgidos entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales. Asi, las anteriores constituyen claras excepciones a la competencia de esta jurisdicción que llevan a afirmar que no siempre que esté involucrada una entidad Estatal, el asunto será de conocimiento de esta jurisdicción.

Se insiste entonces, que partiendo de los límites impuestos en las citadas normas de la Ley 1437 de 2011, que atribuyeron a esta jurisdicción claramente la competencia para conocer de aquellos asuntos relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado y la seguridad social de los mismos, excluyendo expresamente el conocimiento de conflictos laborales entre sus trabajadores oficiales y dichas entidades, habrá de concluirse que toda vez que el conflicto se enmarca en el contrato individual de trabajo suscrito entre COOPEDUCAMOS (empleador) y la actora la cual no ostenta condición alguna de empleada pública ni aún de trabajadora oficial, la competencia radica en la justicia laboral.
La Corte Suprema de Justicia en sentencia de enero 30 de 2013, expediente 39063) Sala Laboral, al respecto expresó:

De lo argumentado por el Ad quem, emerge que su decisión la fundamentó, en que la verdadera naturaleza del vínculo con quien dedujo fue en verdad el empleador del señor Jorge Castillo Andrade, no fue la de un contrato de trabajo a término indefinido de carácter privado, como se adujo en el líbelo introductor, sino en virtud de una relación legal y reglamentaria, esto es, le asignó al accionante la calidad de empleado público.

Igualmente, la Sección Segunda del Consejo de Estado, en sentencia del 2006, con radicación número 4885-04 señaló:

“Así podemos decir que, a los empleados públicos se les aplica DERECHO  ADMINISTRATIVO RELEVANTE PARA ELLOS (relación legal y reglamentaria), de conformidad con el capítulo II de la función pública (Arts. 122-131 de la C.P.). Ellos son los titulares de los derechos y obligaciones consagrados en la normatividad en los diferentes campos: situacional, de carrera, remuneracional, prestacional, disciplinario, etc”.

Y para precisar un poco más la forma en que se dividen o clasifican las vinculaciones de personal por parte del Estado, en la misma sentencia manifiesta el Consejo de Estado:
“El régimen jurídico colombiano ha contemplado tres clases de vinculaciones con entidades públicas, las cuales no se pueden confundir, porque ellas tienen sus  propios elementos tipificadores. Son: a)  De los empleados públicos (relación legal y reglamentaria); b) De los trabajadores oficiales (relación contractual laboral) y c) De los contratistas de prestación de servicios (relación contractual estatal)”.
Resulta claro que la relación legal o reglamentaria aplica única y exclusivamente a quienes tienen la calidad de empleados públicos, condición que no ostenta la señora EIANA MARCELA MONTOYA HERRERA.
De lo anterior se deduce que cualquier discusión en el ámbito laboral y de seguridad social que surja entre los empleados públicos y el Estado, aquellos que ostentan una relación legal y reglamentaria, se enmarca para su conocimiento, dentro de la competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

Por su parte, los conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo, son de competencia asignada a la Jurisdicción Ordinaria en sus especialidades Laboral y de Seguridad Social, como se indicó en el auto hoy atacado, con independencia que en dicha relación laboral participe un ente público. Es por ello que no se puede hacer una lectura aislada del texto del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, que lleve a concluir que inexorablemente cuando esté involucrado un ente público la competencia se rige por el factor exclusivamente orgánico.

Posición que ha encontrado apoyo en diversos pronunciamientos emitidos por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria, en los que ha expresado lo que a continuación se indica, en una de las decisiones emitidas, como es el caso de la providencia del dieciséis (16) de marzo de dos mil once (2011), radicado No. 201100034 00, Magistrado Ponente Doctor Henry Villarraga Oliveros:
“Pues bien para resolver el conflicto planteado, se requiere establecer si el actor de la demanda presentada ostenta o no la calidad de trabajador oficial o empleado público. Estudiados los hechos, pretensiones y pruebas de la demanda para poder resolver el conflicto de competencia, es fundamental manifestar que el demandante no ostenta la calidad de empleado público porque su vinculación a dicha entidad según el demandante se realizó mediante un contrato de trabajo verbal.

(…)

Encuentra necesario la sala para dirimir el presente conflicto, traer a colación lo preceptuado en la Ley 712 de 2001 en su artículo 2, el cual asigna la competencia de los conflictos jurídicos que originen de una forma directa o indirecta en el contrato de trabajo a la jurisdicción ordinaria y sus especialidades laboral y de seguridad social”

En lo relacionado con la competencia en asuntos laborales, el numeral 2º del artículo 155 ibidem, indica que los Juzgados Administrativos conocen en primera instancia, de los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral “... que no provengan de un contrato de trabajo...”.

Por su parte el artículo 622 de la Ley 1564 de 2012 que reformó el numeral 4º del artículo 2º Código Procesal del Trabajo, en relación a la competencia atribuida a la Jurisdicción Laboral, señala, que:

“ART. 2º—Competencia general. La jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laborales y de seguridad social conoce de:

“1. Los conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo.
(…)
4. Las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los de responsabilidad médica y los relacionados con contratos.

(...)”.

De acuerdo con lo anterior, tenemos que los procesos de carácter laboral, cuando lo discutido sea una relación de derecho individual de trabajo y de carácter particular fueron asignados por competencia en razón de la naturaleza del asunto a los jueces laborales, y para determinar la competencia lo que se debe tener en cuenta es “la naturaleza del asunto” y no la calidad de las partes.

Igual criterio ha sostenido el Consejo Superior de la Judicatura- Sala Disciplinaria, como se evidencia en providencia proferida el 15 de junio de 2011, Magistrada Ponente MARÍA MERCEDES LOPEZ MORA, Radicado N° 110010102000201101470-00, al resolver el conflicto de competencia surgido entre esta judicatura, y el Juzgado 28 Civil Municipal, en el cual concluye:
“…no puede este juez del conflicto adicionarle una nueva acción a las competencias debidamente regladas que tiene la jurisdicción de lo contencioso administrativa, cuando existe norma especial a través de la cual se reglamenta el asunto, precisamente dado en el Procedimiento civil para el conocimiento de los jueces de esa especialidad o de familia según el caso.

No puede pregonarse sin límite alguno, la competencia en la justicia contencioso administrativa por el sólo hecho de estar frente a un criterio orgánico determinado por la naturaleza jurídica de la entidad demandante o demandada, pues si bien es cierto la Ley 1107 de 2006 concibió ese factor en un intento de suplir el criterio materia o funcional determinado por la actividad del ente público o particular según el caso, también lo es que no han desaparecido otros criterios de fijación de competencia y jurisdicción como el material o mixto, en tanto para tan contundente afirmación, debe estudiarse primero criterios de derogatoria como la expresa, tácita y orgánica o por reglamentación integral”.
A la luz del numeral 4° del artículo 105 de la Ley 1437 de 2011, puede decirse que de ese tipo de asuntos, donde la Administración actúa en las mismas condiciones de un particular, no pueden reputarse como sujetos al derecho administrativo, ni como ejercicio de función administrativa. En ellos no se aplican normas derogatorias del derecho común o se ejercen poderes públicos o potestades exorbitantes, lo que indica que su conocimiento corresponde, a la Justicia Ordinaria.
De todo lo anterior se infiere que, como lo disponen los artículos 104 y 105 ut supra, se establece como criterio para determinar la competencia de la jurisdicción contencioso administrativa el orgánico o material, ello no quiere decir que se modificaron las competencias de otras especialidades y que el criterio naturaleza del asunto para definir la competencia haya sido derogado, y en ese orden de ideas si el conflicto no consulta una de las acciones propias de la jurisdicción, o no está de por medio un actuar de la administración, en su condición de tal, no puede decirse que la competencia sea de la jurisdicción contenciosa administrativa, por el solo hecho de ella ser parte.

En ese orden de ideas, no puede decirse que el presente caso sea de competencia de la jurisdicción contenciosa administrativa, pues no obstante presentarse como parte entidades públicas, el asunto debatido hace referencia a un contrato individual de trabajo, como ya se explicó en precedencia.

Conclúyase en consecuencia, que no le asiste la razón a la parte recurrente, en cuanto manifiesta que el asunto a tratar en el sub judice corresponde a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, por lo que no se accederá a lo solicitado en el recurso de reposición, y  sin más consideraciones, como a juicio de este Despacho, la decisión contenida en el auto del 19 de febrero de 2014, se ajusta a derecho, se mantendrá incólume lo dispuesto en dicho proveído. 

En merito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,

RESUELVE

PRIMERO: No reponer lo dispuesto en el auto del 19 de febrero de 2014, por las razones indicadas en la parte motiva. 

SEGUNDO: Ejecutoriado el presente auto dese cumplimiento a lo ordenado mediante providencia del 19 de febrero de 2014, remitiendo el expediente al competente.
NOTIFÍQUESE
SANDRA LILIANA PÉREZ HENAO
JUEZ


M.D.C.
Radicado 05001333302020130117100
NOTIFICACIÓN POR ESTADO


JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN





En la fecha se notifica por ESTADO el auto anterior,





Medellín, 06 de marzo de 2014 fijado a las 8 a.m.








_________________________________________________________


VERÓNICA MARÍA PEDRAZA PIEDRAHITA


SECRETARIA   
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